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DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

TRIBUNAL SUPERIOR SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL 

MAGISTRADA PONENTE: PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

“Al servicio de la justicia 

y de la paz social” 

 

S - 150 

Procedimiento: Verbal 

Demandantes: Edwin Muñoz Arenas y/o 

Demandada: Hugo Hernán Bedoya Mejía 

Radicado Único Nacional: 05360 3103 001 2018 00299 01 

Procedencia: Juzgado Primero Civil del Circuito de Oralidad de Itagüí 

Decisión: Confirma sentencia apelada 

 

Medellín, diecisiete (17) de noviembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Cuestión: Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante en contra de la sentencia proferida el 28 de mayo de 2021, por 

el Juzgado Primero Civil del Circuito de Oralidad de Itagüí 

 

Temas: naturaleza del contrato de promesa, condena en costas. 

 

Procedente del Juzgado Primero Civil del Circuito de Oralidad de Itagüí, por 

apelación interpuesta por la parte demandante en contra de la sentencia 

proferida el 28 de mayo de 2021, ha llegado a esta Corporación el proceso 

verbal promovido por Edwin Muñoz Arenas, Juan Guillermo Arenas Escobar y 

Martha Cecilia Arenas Escobar en contra de Hugo Hernán Bedoya Mejía, a 

través del cual la parte demandante pretende: 

 

“PRIMERO: (Q)ue se declare la resolución del contrato del contrato de 

compraventa No 529 por incumplimiento de lo pactado en el contrato 
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de promesa de compraventa ambos celebrados de manera 

concomitante el 2 de agosto del año 2013 entre los vendedores Edwin 

Muñoz Arenas (…) y Juan Guillermo Arenas Escobar (…) y el comprador 

Hugo Hernán Bedoya Mejía (…) frente al inmueble ubicado en la calle 

50 No. 46-12 del Municipio de Itagüí, identificado con matrícula 

inmobiliaria 001-19572 

 

SEGUNDO: (Q)ue como consecuencia de lo anterior, se obligue el señor 

Hugo Hernán Bedoya Mejía a cumplir con la obligación pactado en la 

promesa de compraventa firmada el 04 de mayo de 2013 y el Otro si 

firmado el 02 de agosto de 2013 respectivamente (sic fl. 139 pdf 1 el 

texto es literal del escrito de subsanación de la demanda) 

 

TERCERO: (E)n consecuencia, que se condene al señor Hugo Hernán 

Bedoya Mejía pagar la cláusula penal acordada en el numeral décimo 

de la promesa de compraventa por (…) $20.000.000 

 

QUINTO 1: (E)n caso de que persista el incumplimiento (…) se ordene 

la restitución del inmueble 

 

SEXTO: (S)e condene el señor Hugo Hernán Bedoya Mejía a pagar la 

suma mensual pactada de manera verbal al momento de firmarse la 

promesa de compraventa por valor de $1.500.000 (…) generándose 

hasta la fecha de la interposición de la demanda un valor acumulado de 

(…) $37.500.000”  (sic fls 4-5 pdf 01)  

 

Todo lo antedicho, con fundamento en hechos que así se compendian: 

 

Que el 4 de mayo de 2013 se firmó promesa de compraventa “frente al 

inmueble ubicado en la calle 50 No. 46-12 del Municipio de Itagüí, identificado 

con matrícula inmobiliaria 001-19572”, entre los demandantes como 

promitentes vendedores y el demandado como promitente comprador, en la 

cual acordaron las partes “el traspaso del inmueble relacionado a cambio de 

un apartamento y un local comercial, y de manera verbal se pactó el pago de 

                                                 
1 (la pretensión cuarta fue excluida en el escrito de subsanación presentado para cumplir con los 

requisitos de inadmisión, fl. 139 pdf 1) 
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$1.500.000 a partir de ese momento y durante el tiempo que durase la 

construcción de la edificación proyectada por el constructor” (sic hechos 

primero y segundo de la demanda) 

 

Que el 2 de agosto de 2013 se suscribió un “otro sí al contrato inicialmente 

firmado”, en el cual se pactó una modificación de la cláusula sexta, para 

establecer que el promitente comprador entregaría, en lugar de un “local 

dúplex y el apartamento inicialmente establecido”, 4 aparta estudios (2 en el 

proyecto ubicado en el inmueble objeto de contrato y otros dos en el Municipio 

de La Estrella).   

 

Que apenas con la anterior modificación, el 2 de agosto de 2013, las partes 

firmaron la escritura pública número 529 de la Notaría Única de La Estrella 

para formalizar el contrato prometido. Empero, tal como se pactó en el 

contrato de promesa, todos los derechos que correspondieran a Edwin Muñoz 

Arenas pasaron a nombre de la señora Martha Cecilia Arenas Escobar, quien 

de inmediato se apersonó del caso y empezó a actuar como “agente oficiosa 

en todo lo relacionado con el incumplimiento por parte del comprador”. 

 

Que a partir de octubre de 2016 el demandado dejó de cumplir con el pago 

de $1.500.000 que venía abonando de manera mensual, con lo cual causó un 

perjuicio patrimonial a los demandantes, a la señora Martha Cecilia Arenas 

Escobar y a “todo su grupo familiar”. 

 

Que la señora Martha Cecilia le envió una petición al demandado para que le 

remitiera copia del contrato de promesa inicialmente firmado con los 

demandantes, debido a que se había extraviado. Empero, el señor Bedoya 

Mejía le respondió de manera formal que él tampoco tenía en su poder copia 

alguna de ese documento, por lo cual fue necesario citarlo a una audiencia de 

conciliación ante el Consultorio Jurídico de la Corporación Universitaria 

Unisabaneta, a la que a pesar de estar citado no asistió. 

 

Que “mientras tanto” el inmueble objeto del negocio fue utilizado por el 

demandado para la obtención de préstamos hipotecarios, a casusa de cuyo 

incumplimiento se surtieron “tres procesos de embargo frente a un inmueble 

ubicado en el Municipio de La Estrella (Antioquia) identificado con matrícula 

inmobiliaria 001-223535” (hecho 8º demanda) 
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Que el demandado en junio de 2016 entregó todos los apartamentos en el 

edificio del Municipio de La Estrella a los demás propietarios, lo cual no hizo 

a favor de los demandantes como debió hacerlo según la “promesa de 

compraventa del 4 de mayo de 2013 y modificada mediante “otro sí” del 2 de 

agosto de 2013”. Ante lo anterior, según los demandantes, el señor Bedoya 

Mejía simplemente le explicó verbalmente a Martha Cecilia Arenas que “mejor 

entregaría cuatro aparta-estudios en la construcción del inmueble objeto de 

la presente demanda” (hecho 9º demanda) 

 

Que con ocasión de los hechos antes narrados se presentó una denuncia penal 

en contra del demandado, pero la misma sólo avanzó hasta la etapa de 

preclusión en la que el Juez Penal consideró que el conflicto debía resolverse 

en la especialidad civil. 

 

Que el inmueble con matrícula inmobiliaria 001-19572 finalmente fue vendido 

al señor Medardo Albeiro Cárdenas Betancur, quien a su vez lo vendió al señor 

Juan Carlos Acosta Espitia. 

 

RÉPLICA 

 

La demanda fue admitida por auto fechado el 11 de diciembre de 2018 (fl 156 

pdf 01), y notificado el demandado a través de curadora ad-litem, procedió a 

contestarla aceptando como ciertos los hechos relacionados con el contrato 

de promesa de compraventa y su otro sí, pero bajo el entendido de que su 

aceptación se limitaba a las condiciones escritas. Por tanto, sobre el supuesto 

pacto a razón del cual el demandado debía pagar a los demandantes 

$1.500.000 mensuales, manifestó que debía probarse. 

 

Por lo demás, en lo relacionado con el supuesto incumplimiento del 

demandado, contestó con la fórmula “que se pruebe” a los hechos quinto, 

sexto y octavo a décimo tercero. 

 

Finalmente, con respecto a las pretensiones, manifestó que  

 

“(C)on relación a que se acceda por el Despacho a todas y cada una de 

las PRETENSIONES solicitadas por la parte Demandante, 

CONCRETAMENTE QUE SE DECLARE LA RESOLUCION DEL CONTRATO 
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DE PROMESA DE COMPRAVENTA Y SU OTRO SI, Y LAS DEMAS 

PRETENSIONES SOLICITADAS, manifiesto Señor Juez, que esto es 

materia de PRUEBA dentro del Proceso, que con la valoración de las 

diversas pruebas, queden demostrados de manera clara, absoluta, plena 

y contundente y sin duda alguna todos los hechos de la Demanda, para 

así acceder por usted Señor Juez a todas las pretensiones. Por tal razón 

NO FORMULO NINGUNA EXCEPCION.” (sic escrito contestación) 

 

SENTENCIA IMPUGNADA 

 

Trabada la relación procesal, se dictó sentencia en la que desestimaron 

íntegramente las pretensiones de la demanda. 

 

Para decidir de la manera como lo hizo, el Juzgador comenzó con un recuento 

de todo lo transcurrido en el proceso y un resumen sobre los alegatos de los 

apoderados de las partes, para a partir de allí concluir que se encontraban 

reunidos los presupuestos procesales. 

 

Planteado lo anterior, realizó algunas consideraciones sobre lo consagrado en 

los artículos 1602 y 1546 del Código Civil y sobre la libertad de estipulación 

de las partes, en lo cual encontró que la voluntad del legislador era que el 

Juez interpretara los contratos en el sentido que los contratantes le dieron al 

momento de su suscripción. 

 

Respecto a la promesa de compraventa, resaltó que se trata de un contrato 

en el que deben concurrir necesariamente los requisitos enlistados en el 

artículo 1611 del Código Civil, so pena de nulidad con precaución de las 

previsiones del artículo 1742 ibídem, según el cual “la nulidad puede sanearse 

por ratificación de las partes”. 

 

Para el caso concreto, recordó que en la fijación del litigio se entendió 

acreditada la suscripción de un contrato de promesa de compraventa entre 

los demandantes y el demandado en representación de la sociedad Inversora 

de Proyectos S.A.S, con ocasión del cual se firmó un otro sí y que finalmente 

cumplió su finalidad cuando se otorgó la escritura pública 529. 
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Sobre la prueba, aseguró que a folio 12 y siguientes se podía ver que Edwin 

y Juan Guillermo firmaron con la sociedad Inversora de Proyectos el mentado 

contrato de promesa, y en la cláusula sexta se pactó como precio la entrega 

de un local dúplex y dos apartamentos, en la cláusula séptima se acordó que 

a la firma de la escritura se entregaría el bien prometido en venta, mientras 

que el mentado dúplex y los aparta estudios debían entregarse en el término 

de 1 año, contado a partir de la aprobación de la licencia de construcción que 

debía solicitar el demandado para edificar en el inmueble prometido en venta 

por los actores. 

 

Además, el Juzgador memoró que el 3 de agosto de 2013 (como se 

corroboraba a folios 16-17 de expediente), los 3 demandantes suscribieron 

un otro sí para modificar la forma de pago, de cara a que el demandado 

entregara dos aparta-estudios en Itagüí y otros dos en un proyecto llamado 

Alameda ubicado en el Municipio de la Estrella. 

 

Así las cosas, el a-quo concluyó que al demandado efectivamente se le 

entregó materialmente y se le trasfirió el dominio sobre el inmueble con M.I. 

19572, y en la escritura se dijo que los vendedores habían recibido el precio 

a satisfacción. Entonces, “como claramente se desprende de las pruebas”, 

como la resolución del contrato de compraventa se funda en el incumplimiento 

del contrato de promesa, más al subsanar la demanda se solicitó el 

cumplimiento de las obligaciones del contrato de promesa, el titular del 

Despacho citó textualmente la sentencia del 13 de julio de 2020 proferida por 

la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, de la que leyó lo siguiente: 

 

“de acuerdo con el carácter preparatorio de la promesa, pactos como 

los recién descritos serán, por vía general, meramente provisionales, y 

por lo mismo resultan admisibles únicamente a modo de adelanto –

lícito– de los efectos de la negociación prometida; pero, finalmente, las 

cargas del comprador y el vendedor no pueden tener origen distinto a 

la convención definitiva. Ello es así, pues si bien la anticipación de 

ciertas cargas negociales es válida, no lo es la sustitución de los efectos 

traditivos reservados a la compraventa. 

 

Ciertamente, si en la promesa se prevé que alguno de los elementos 

del contrato prometido adoptará una determinada forma, y luego en 
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este resulta regulado de manera distinta, es ineludible entender  que lo 

manifestado en el negocio jurídico final recoge la contundente, 

irrebatible y definitiva voluntad de los contratantes, sustituyendo así su 

querer inicial, expresado en la promesa; lo anterior precisamente por la 

naturaleza meramente preparatoria y función jurídico-económica del 

precontrato, que no es otra que allanar el camino para la celebración 

de un convenio posterior. En cambio, si las partes guardan silencio en 

el segundo contrato (el definitivo) frente a algún punto sistematizado 

en el primero (el preliminar), la disposición primigenia subsistirá, 

siempre y cuando reúna los requisitos que exige el ordenamiento para 

la validez y eficacia de la totalidad de las convenciones entre 

particulares” 

 

A partir de esa consideración jurisprudencial, el Juez dijo que las partes 

determinaron el precio de una manera en la promesa, pero ya a la hora de 

celebrar el contrato prometido decidieron modificarlo, pretextando razones de 

conveniencia mutua. Empero, lo cierto era que la novedosa regulación del 

precio en la compraventa sustituyó la cuarta estipulación de la promesa. 

Expresado de otra manera, dijo el señor Juez citando a la Corte,  

 

“para que el incumplimiento que dice acreditado el recurrente 

extraordinario conllevara la resolución de la compraventa, era necesario 

demostrar que la verdadera voluntad de los estipulantes era que el 

precio del inmueble enajenado correspondiera al establecido en la 

promesa, de modo que el que, de manera expresa, se consignó en la 

escritura pública n.°3749 de 2 de octubre de 2015, se tuviera como 

meramente aparente.” (sic) 

 

Sin embargo, prosiguió el Juez con la misma cita de la sentencia reseñada  

 

“el actor no hizo uso de esa potestad, ni aludió a lo largo del litigio a la 

simulación (absoluta o relativa) del negocio jurídico definitivo; de ahí 

que la Corte tenga vedado reconfigurar el clausulado del contrato de 

compraventa para viabilizar su pretendida resolución (o acceder al 

cumplimiento forzado que también se deprecó), sin trasgredir la regla 

de consonancia que informa el procedimiento civil. 
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(…) como se ha precisado a lo largo de esta providencia, los pedimentos 

del convocante (resolución y cumplimiento) no podrían estar fincados 

en la desatención del clausulado de la promesa de compraventa que se 

celebró entre los contendores el 18 de septiembre de 2015, pues –

dadas las particularidades reseñadas– ese específico acto preparatorio 

carece de efectos obligacionales con posterioridad a la fecha de 

celebración del contrato prometido.  

 

Esto significa que existe una talanquera jurídico-formal que impide el 

éxito de las pretensiones principal y subsidiaria de la demanda en 

estudio (que obedece a su parcial e inapropiada configuración), 

consecuencia que resultaba insalvable para el tribunal, con absoluta 

independencia de la acreditación de los hechos que el recurrente dijo 

pretermitidos en sus cargos segundo y tercero.” 

 

Aplicado todo ello al caso bajo estudio, el Juzgador concretó su razonamiento 

en que lo pedido en la demanda fue la resolución del contrato de compraventa 

por el incumplimiento de algunas estipulaciones acordadas en la promesa, 

pero obviando que las condiciones de la promesa luego fueron variadas por 

las partes en la escritura pública misma. Por ende, aseguró que “aquí se 

solicitó el cumplimiento de las estipulaciones de promesa, pero lo que 

procedía era atacar en simulación el contrato prometido para demostrar que 

el precio era otro”. 

 

Finalmente, estimó que era imposible acceder a la demanda porque el 

contrato de promesa fue finiquitado, y pensar en acceder a las pretensiones 

equivaldría a ir en contravía del principio de congruencia porque la promesa 

es “precontractual” y termina su objeto con la suscripción del contrato 

definitivo, razón por la que “lo demás no puede ser enderezado por el Juez”. 

 

 IMPUGNACIÓN 

  

Inconforme con la decisión la parte demandante se alzó en su contra, 

alegando como reparos concretos los que pasan a individualizarse (dentro 

de los tres días siguientes por escrito). 
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PRIMERO: “valoración de los testimonios realizados en la Audiencia inicial”, 

el cual se funda, a juicio de la apoderada de los recurrentes, en que 

 

“(E)n los testimonios realizados a mis poderdantes, los cuales fueron 

realizados por parte del señor Juez, estás 3 personas, manifestaron con 

claridad que efectivamente el señor Hugo Hernán Bedoya Mejía, había 

realizado los negocios de la venta del inmueble y que posteriormente, 

cambiaron las condiciones de lo pactado inicialmente y que dada la 

voluntad contractual de las partes, decidieron realizar un otrosí al 

contrato inicialmente celebrado, toda vez que este mejoraría las 

condiciones de la oferta realizada. Dichos testimonios, soportan los 

documentos presentados en demanda, así como las pretensiones de 

estas.” (sic escrito de reparos concretos) 

 

Además de lo anterior reprochó que el Juez no hubiere tenido en cuenta el  

 

“testimonio del señor Hugo Hernán Bedoya Mejía, quien manifestó en 

el interrogatorio de forma expresa, clara y concreta que efectivamente 

si adeudaba a mis poderdantes las obligaciones pactadas en los 

contratos, que estaba dispuesto a pagar estos valores, pero que por 

motivos ajenos a su voluntad no había podido asumir las obligaciones, 

dado que se le presentaron inconvenientes personales y financieros que 

le impedían cumplir con dichas obligaciones. No obstante a lo anterior, 

el demandado manifestó, que trataría de hacer todo lo posible para 

realizar unos negocios y cumplir con las obligaciones pactadas con mis 

poderdantes” (sic escrito de reparos concretos). 

  

SEGUNDO: “(C)ondena en costas y agencias en Derecho”, cuya 

fundamentación consiste en que debe revocarse la condena por tales 

conceptos, en la medida que 

 

“es necesario que se evalúe la pertinencia y proporcionalidad de la 

condena en costas y agencias en derecho proferida por parte del señor 

Juez de Primera Instancia. Lo anterior, en el entendido que si bien es 

cierto, el señor Juez en su momento tuvo sus razones para fallar, no 

resulta ajustado a derecho que mis poderdantes deban asumir esta 

suma de dinero, a sabiendas de que no cuentan con los recursos 
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necesarios para asumir este monto, dado que dejaron de recibir los 

conceptos pactados en los contratos por la compraventa del inmueble 

objeto de esta demanda.” 

 

DE LA SUSTENTACIÓN EN ESTA INSTANCIA (DECRETO 806 DE 2020) 

 

El recurso de apelación fue admitido mediante auto fechado el 11 de junio de 

2021. El 22 de junio corriente la parte apelante allegó en término vía correo 

electrónico el memorial de sustentación, con el cual acompañó constancia de 

haber agotado el trámite previsto en el parágrafo del artículo 9º del decreto 

806 de 2020. 

 

En el mentado memorial, básicamente, reiteró los argumentos que utilizó para 

introducir los reparos concretos adicionales dentro de los tres días siguientes 

a la audiencia en que se dictó la sentencia de primer grado. 

 

Por su parte, el demandado solicitó la confirmación de la sentencia apelada 

porque a su juicio está ajustada a Derecho, como quiera que 

 

“(…) la parte demandante pretendía la declaratoria de cumplimiento o 

resolución de un contrato, que no reviste la fuerza de traditar el dominio 

como lo exige nuestro ordenamiento jurídico, como si lo tiene la 

escritura pública 529 del 2 de Agosto de 2013; e incurrió en un error de 

apreciación, o de falta de rigor jurídico que le permittiera incoar una 

demanda que pudiera llegar a tener una condena favorable, como se 

indicó en los alegatos de conclusión de mi parte, y que fue reconocido 

por el A quo, en debida forma, porque JURÍDICA Y LEGALMENTE, es la 

única posibilidad.  

 

La observar los alegatos de la parte demandante, se evidencia que 

considera lo mismo una promesa de venta, con modificaciones y una 

escritura pública que cumplió las finalidades de la tradición, en la que 

se estableció un precio que se indica en el documento público que fue 

pagado en su totalidad y la escritura no fue impugnada por las partes, 

lo que evidencia su veracidad.” (sic escrito de pronunciamiento como 

no apelante ante el Tribunal) 
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PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

De acuerdo con lo decidido y argumentado por el juzgador de Primer Grado, 

y teniendo en cuenta los reproches de la parte apelante, de la siguiente 

manera pueden plantearse los problemas jurídicos que debe abordar la Sala 

en esta ocasión:  

 

¿Los reparos concretos formulados por los apelantes realmente 

controvierten el fundamento argumentativo expuesto por el a-quo en 

su sentencia? 

 

Precisado lo anterior, lo cual se impone resolver en atención la relevancia de 

que el recurso de apelación encarne verdaderos reparos en contra de la 

sentencia cuestionada, deberá la Sala esclarecer si 

  

¿En realidad procede la declaratoria de resolución con respecto a un 

contrato de compraventa con base en el incumplimiento de las 

estipulaciones de un contrato de promesa, cuyo contrato prometido ya 

fue celebrado precisamente con la suscripción del que es objeto de la 

pretensión resolutoria? 

 

Además, debe la sala determinar si 

 

¿Procedía la condena en costas y agencias en derecho dispuesta por el 

Juez de Primer Grado? 

 

Superado el trámite correspondiente al recurso, corre la oportunidad de 

resolverlos y a ello se procede con base en las siguientes, 

 

CONSIDERACIONES 

 

1. De los requisitos de la apelación 

 

Establece el artículo 322 del C.G.P. que cuando se apele una sentencia, el 

apelante, en el acto mismo de interposición del recurso en la audiencia – si 

hubiere sido proferida en ella- o dentro de los tres (3) días siguientes, “deberá 
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precisar de manera breve los reparos concretos que le hace a la decisión, 

sobre los cuales versara la sustentación que hará ante el superior (….)” 

 

Pues bien, por sabido se calla que esos reparos concretos deben recaer sobre 

lo que constituye la base de la decisión, pues solo así podría esperarse que el 

superior la reforme o revoque, como lo expresa art. 320 inc. 1º del citado 

estatuto: “(E)l recurso de apelación tiene por objeto que el superior examine 

la cuestión decidida, únicamente en relación con los reparos concretos 

formulados por el apelante, para que el superior revoque o reforme la 

decisión…” 

 

Significa lo anterior que esos reparos tienen que apuntar a los argumentos 

centrales, los que constituyen el soporte de la decisión, pues de otra manera, 

y en razón de la limitante que a la competencia del juzgador ad-quem impone 

el Código General del proceso, este no puede abordar oficiosamente aspectos 

no reparados por el apelante, salvo que se trate de asuntos sobre los cuales 

deba el superior pronunciarse oficiosamente. 

 

Sobre el punto, así se ha expresado la doctrina  

 

“(L)a novedad de mayor importancia que el Código General de Proceso 

establece para el recurso de apelación está arraigada en la competencia 

que tiene el juez de segunda instancia al momento en que decide la 

apelación contra la sentencia del a quo. En efecto, mientras en 

legislaciones pasadas se otorgaban poderes al juez para ir más allá de 

los planteamientos aducidos por el apelante, puesto que la apelación 

“se entiende interpuesta en lo desfavorable” tal y como lo adujo el 

artículo 357 del C.P.C., el nuevo ordenamiento le impide desbordar sus 

argumentaciones , por cuanto se limita a decidir única y exclusivamente 

sobre los motivos de inconformidad que expuso el recurrente”2. 

 

Ahora bien, y aun bajo la vigencia del Código de Procedimiento Civil, así se 

ha expresado reiteradamente la C.S.J., como se advierte en el siguiente 

                                                 
2 Forero Silva, Jorge. El recurso de apelación y la pretensión impugnaticia. Revista Electrónica ICDP. 

Consultado en <publicacionesicdp.com/index.php/Revistas-icdp/article/download/409/pdf>. 
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pasaje jurisprudencial, tomado de la sentencia SC10223-2014 de fecha 1 de 

agosto de 2014, M.P. Luis Armando Tolosa Villabona:  

 

“(E)l artículo 352 del Código de Procedimiento Civil exige sustentar la 

apelación a más tardar dentro de las oportunidades establecidas en los 

artículos 359 y 360, según el caso, so pena de la declaración de 

deserción. Esta preceptiva, en el mismo sentido, ordena al promotor de 

la apelación que le exprese al juez de segundo grado, de modo 

específico, los motivos de insatisfacción que tiene frente a la resolución 

judicial objeto de su lamento, en pos de que emita respuesta en torno 

a ese ámbito. 

 

Ello concuerda con la parte final del inciso primero del señalado 

precepto, según el cual para la fundamentación «(…) será suficiente 

que el recurrente exprese, en forma concreta, las razones de su 

inconformidad con la providencia». Por supuesto, si quien hace uso del 

medio de impugnación no pone al juez de segunda instancia al corriente 

de lo que en verdad embiste de lo motivado o resuelto por el inferior, 

ese funcionario carecerá de soporte para establecer cuál es, en realidad, 

el verdadero motivo, y cuál la extensión, de la arremetida con lo 

decidido. 

 

Por efecto del principio dispositivo que campea a lo largo y ancho de 

esta especialidad de la jurisdicción ordinaria, es a las partes a quienes 

compete suministrarle al juez las razones por las cuales acude a él. 

Si bien es cierto el artículo 357 ibídem prescribe: «[l]a apelación se 

entiende interpuesta en lo desfavorable al apelante», aserto legal que 

en principio podría hacer suponer que la atribución del ad quem es 

panorámica de cara al grueso ámbito de la correspondiente disputa 

judicial, no lo es menos que este mismo precepto seguidamente se 

afana en puntualizar que «(…) el superior no podrá enmendar la 

providencia en la parte que no fue objeto del recurso».  

 

Esa aserción lleva a sostener, inexorablemente, que la competencia del 

juez de la alzada, por el mero hecho de la opugnación, no es 

totalizadora ni ilimitada, de tal modo que se pueda entrometer en 

cualquiera de los escenarios por los cuales ha circulado el debate, sino 
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circunscrita a los aspectos motivo expreso de la apelación, «(…) salvo 

que en razón de la reforma fuere indispensable hacer modificaciones 

sobre puntos íntimamente relacionados con aquélla (…)» (art. 357, 

ejusdem). 

 

Por el contrario, si el director del proceso, en la resolución del recurso, 

termina inmiscuyéndose en temas que el interesado no planteó en el 

escrito de sustentación, genera, ipso iure, un vicio procesal insaneable, 

en términos del artículo 144, in fine, del Estatuto Procesal Civil, 

precisamente por falta de competencia funcional.       

 

4.4.1. Recurrir y sustentar por vía de apelación no significa hacer 

formulaciones genéricas o panorámicas3, más bien supone: 

 

1. Explicar clara y coherentemente las causas por las cuales debe 

corregirse una providencia. Es sustentar y manifestar las razones 

fácticas, probatorias y jurídicas de discrepancia con la decisión 

impugnada. 

 

2. Demostrar los desaciertos de la decisión para examinarla, y por tanto, 

el apelante debe formular los cargos concretos, y cuestionar las razones 

de la decisión o de los segmentos específicos que deben enmendarse, 

porque aquello que no sea objeto del recurso, no puede ser materia de 

decisión, salvo las autorizaciones legales necesarias y forzosas (art. 357 

del C. de P. C., y 328 del C. G. del P.). 

3. Apelar no es ensayar argumentos disímiles o marginales que nada 

tengan que ver con lo decidido en la providencia impugnada. 

 

4. Tampoco es repetir lo ya argumentado en una petición que ha sido 

resuelta de manera contraria, sin atacar los fundamentos de la decisión, 

ni es mucho menos, remitirse a lo expresado con antelación a la 

providencia que se decide. 

 

                                                 
3 Colombia, C. Const. Sentencias C-365 de 18 de agosto de 1994; C-165 de 17 de marzo de 1999, 

expediente D-2188. 
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5. Es hacer explícitos los argumentos de disentimiento y de confutación, 

denunciando las equivocaciones, porque son éstos, y no otros, los 

aspectos que delimitan la competencia y fijan el marco del examen y 

del pronunciamiento de la cuestión debatida.  

 

Sobre el particular, la Corporación tiene dicho:  

 

«(…) la exigencia legal de sustentar el recurso de apelación, 

reserva al recurrente la tarea de denunciar explícitamente los 

aspectos de la decisión de primera instancia que le resultan 

desfavorables e implica que el impugnante tiene la opción de 

descartar algunas aristas de la decisión, siempre y cuando tales 

restricciones se deriven nítidamente del contenido de la 

sustentación, caso en el cual, la competencia del juzgador de 

segunda instancia se encuentra anudada a los intereses 

expresados por quien intenta aniquilar el fallo. En el fondo de lo 

que se trata es de poner dique al poder del juez de segundo grado 

para que este no pueda irrumpir con su particular criterio para 

edificar una impugnación que el recurrente no hizo. En suma, hay 

un desvío de poder si el juez, ante el silencio y abandono del 

apelante sobre ciertas zonas del litigio, decide involucrar su 

propia visión para completar o adicionar la impugnación omitida 

por el recurrente, y hacerlo cuando las partes ya nada pueden 

hacer para oponerse. En este escenario, el no apelante se 

preguntaría válidamente si debió defenderse de los argumentos 

de su antagonista, o si debe replicar a las razones que de su 

propio cuño abonó el juez, para completar los silencios del 

impugnador.   

«(…) 

 

«Frente a los medios de impugnación, el (…) principio dispositivo 

reserva a la parte afectada con una decisión judicial, la facultad 

de interponer el recurso, lo cual exige a la luz de la legislación 

vigente, como ya quedó reseñado, exponer los argumentos que 
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soportan su inconformidad4; así, son ellas las encargadas de fijar 

el alcance de tales recursos, de manera que el acto de 

impugnación constituye una conducta procesal que traza al 

juzgador ad quem los contornos del malestar y su propia 

competencia, y a la contraparte los márgenes definidos sobre los 

cuales discurrirá el debate en segunda instancia.5 

 

2. Del contrato de promesa y su naturaleza eminentemente 

preparatoria 

 

Según un importante sector de la doctrina el contrato de promesa “puede 

definirse diciendo que es aquella convención por la cual los contratantes se 

obligan a celebrar otro contrato dentro de cierto plazo o al evento de una 

condición. La promesa es un antecedente del contrato prometido; no es el 

mismo contrato, sino diverso de éste”6, por lo cual se trata de un contrato 

medio que sirve para que las partes se obliguen a celebrar el contrato 

definitivo, mismo que “genera sus particulares prestaciones en razón de su 

propia naturaleza”7 

 

Entonces, porque “(C)elebrado el contrato prometido desaparece la promesa.” 

(Ibid, 842)”8, es que la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia ha 

desarrollado una pacífica línea decisoria según la cual 

 

“la promesa tiene un “carácter preparatorio o pasajero, lo cual implica 

por naturaleza una vida efímera y destinada a dar paso al contrato fin, 

o sea, el prometido…” (Sentencia de 14 de julio de 1998. Exp.: 4724) 

La promesa y el contrato prometido jamás pueden coexistir en el 

tiempo, pues el nacimiento de éste acarrea la extinción de aquélla. 

                                                 
4 Inciso 2º del artículo 348 (reposición), parágrafo 1º del artículo 352 (apelación), inciso 2º del 

artículo 363 (súplica), numeral 3º del artículo 374 (casación), inciso 6º del artículo 378 (queja), 

numeral 4º del artículo 382 (revisión) - todas las normas citadas corresponden al Código de 

Procedimiento Civil-.     

5 CSJ SC de 8 de septiembre de 2009, radicación 11001-3103-035 2001-00585-01. 

6 Alessandri Rodríguez, Arturo. La compraventa y la promesa de venta. Tomo II. Volumen 2. Editorial 

Jurídica de Chile, 2003. p. 841) 

7 Garcés Vásquez, Pablo Andrés. Los contratos preparatorios, dispositivos que prefiguran tipologías 

contractuales definitivas. Medellín: Editorial Unaula. 2015. p. 102 

8 Alessandri Rodríguez, Arturo. Op.Cit. p. 842. 
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Sin embargo, nada obsta para que las partes, en ejercicio de la 

autonomía de su voluntad, pacten en un mismo documento, además 

del compromiso de celebrar el contrato definitivo, otras prestaciones 

destinadas a regir en vigencia de éste. Tal circunstancia no significa en 

modo alguno que la promesa subsista luego de perfeccionarse el 

acuerdo principal sino, tan solo, que en la fase de conclusión del negocio 

los contratantes deciden ratificar las cláusulas contenidas en el arreglo 

preliminar, sin que sea necesario volver a pronunciarse sobre lo que 

convinieron con anterioridad. 

 

Ello es aún más evidente cuando se trata de la promesa de celebrar 

contratos consensuales, cuya validez está supeditada, entre otros 

requisitos, a que esté especificada de tal manera que para que sea 

perfecta solo falte la tradición de la cosa. (Numeral 4º del artículo 1611 

del Código Civil) 

 

De hecho, es bastante frecuente en la práctica del tráfico de los 

negocios que el precontrato sea un ‘molde o plantilla’ que el contrato 

prometido ‘calca’ en su integridad, aunque bien puede suceder, y de 

hecho acontece a menudo, que las partes varíen el acuerdo conclusivo 

según sus intereses.” 9 

 

El alcance de la mentada línea decisoria fue precisada por la Corte en reciente 

sentencia del pasado 13 de julio de 202010, como quiera que allí se condensó 

la posición estable de la doctrina jurisprudencial, especialmente, en atención 

a que la experiencia ha enseñado que las partes de ordinario pactan en la 

promesa obligaciones que no son naturales de ese acto preparatorio, tales 

como la eventual entrega del bien o el pago (total o parcial) de su precio más, 

“finalmente, las cargas del comprador y el vendedor no pueden tener origen 

distinto a la convención definitiva”11. 

 

                                                 
9 Corte Suprema de Justicia, Sala Civil. Sentencia del 16 de diciembre de 2013. Radicado 11001-

3103-023-1997-04959-01. MP. Ariel Salazar Ramírez. 

10 Corte Suprema de Justicia, Sala Civil. Sentencia del 13 de julio de 2020. Radicado 76001-31-03-

011-2016-00192-01. MP. Luis Alonso Rico Puerta. 

11 Ibíd. 
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Porque son así las cosas cabe preguntarse, como lo ha hecho la mentada Sala 

de la Corte y las Salas especializadas de los Tribunales de Distrito Judicial12, 

si ¿la celebración del contrato prometido extingue las obligaciones 

incorporadas en el contrato de promesa? La respuesta a esa pregunta, 

entonces, se ha construido a partir de dos hipótesis del siguiente cariz 

 

“resulta imperativo identificar, previamente, si existe perfecta 

coincidencia entre ambos negocios jurídicos (es decir, si en el contrato 

prometido se vertieron, sin reformas, las condiciones señaladas en la 

promesa) (primera), o si se presentan divergencias en sus contenidos 

(segunda)”. (insertos en negrilla fuera del texto original) 

 

De suerte que la situación desde lo dogmático se concreta en la siguiente 

postura decantada por la Corte en la sentencia antes citada: 

 

“(E)n la primera hipótesis, resulta innegable la improcedencia (y 

futilidad) de hacer pervivir una negociación que, como se ha señalado 

insistentemente a lo largo de esta providencia, corresponde a una 

expresión temporal de voluntad de las partes, orientada –

precisamente– a ser sustituida con el otorgamiento del contrato 

prometido. En el segundo evento, a su turno, será necesario identificar 

si los puntos divergentes fueron, o no, objeto de una novedosa 

regulación en el contrato definitivo. 

 

Ciertamente, si en la promesa se prevé que alguno de los elementos 

del contrato prometido adoptará una determinada forma, y luego en 

este resulta regulado de manera distinta, es ineludible entender –al 

menos en línea de principio– que lo manifestado en el negocio jurídico 

final recoge la contundente, irrebatible y definitiva voluntad de los 

contratantes, sustituyendo así su querer inicial, expresado en la 

promesa; lo anterior precisamente por la naturaleza meramente 

preparatoria y función jurídico-económica del precontrato, que no es 

otra que allanar el camino para la celebración de un convenio posterior. 

 

                                                 
12 Tribunal Superior de Medellín, Sala Civil. Sentencia dictada dentro del proceso con radicado 05001 

31 03 010 2016 00723 02. M.P. Piedad Cecilia Vélez Gaviria. 
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En cambio, si las partes guardan silencio en el segundo contrato (el 

definitivo) frente a algún punto sistematizado en el primero (el 

preliminar), la disposición primigenia subsistirá, siempre y cuando reúna 

los requisitos que exige el ordenamiento para la validez y eficacia de la 

totalidad de las convenciones entre particulares. En síntesis,    

 

«(...) como las voluntades de los contratantes se pusieron de 

acuerdo sobre lo que es objeto del contrato preparatorio, este los 

obliga como cualquier contrato. Sin embargo, las partes solo 

están obligadas porque se pusieron de acuerdo en cuanto a la 

preparación de un contrato que normalmente surge después y 

como consecuencia del contrato preparatorio. Necesariamente 

llegará un momento en que el contrato preparatorio se 

transformará en contrato definitivo, o en que el segundo 

remplace al primero, o en que tenga que comprobarse la 

imposibilidad de concluir el contrato definitivo, la que implica la 

extinción del precontrato que no llegó a su fin. Lo que sí es cierto 

es que el contrato definitivo solo existirá desde la fecha 

en que reemplazará al contrato preparatorio (...). [E]l 

precontrato no tiene por objeto suspender la existencia de un 

contrato cuyos elementos existen en su totalidad; se trata de un 

acuerdo que prepara el contrato definitivo, el cual no existe 

todavía porque faltan uno o varios elementos para que se 

considere como perfecto, esto es, para que pueda producir sus 

efectos. En otras palabras, el precontrato retarda la conclusión 

definitiva del contrato»13.  

 

CASO CONCRETO PRIMER REPARO 

 

Sea lo primero precisar que la decisión del a-quo se fundó casi que de forma 

exclusiva en el tratamiento que al contrato de promesa le ha otorgado la Sala 

Civil de la Corte Suprema de Justicia, desde la sentencia del del 13 de julio de 

202014. Esa decisión que resulta ajustada a la dogmática que impera en la 

materia, de conformidad con las razones que adelante se expondrán, 

                                                 
13 Larroumet, Christian. Teoría general del contrato, Volumen I. Ed. Temis, Bogotá. 1999, p. 224 

14 Op.Cit. Radicado 76001-31-03-011-2016-00192-01. MP. Luis Alonso Rico Puerta. 
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francamente no fue cuestionada en sus fundamentos torales, mucho menos se 

discuten la correctas y suficientemente motivadas conclusiones a las que arribó 

el señor Juez con base en el precedente. 

 

En realidad, los recurrentes únicamente se quejan de los “dichos de paso” u 

“obiter dicta” del fallo, puesto que su inconformidad en este punto estriba en 

el valor probatorio que a su juicio debía darse a lo que llamaron “testimonios” 

rendidos por los demandantes y el demandado. Especialmente, se quejan de 

que su propio “testimonio” hubiere sido obviado por el Juez, cuando en realidad 

los tres demandantes manifestaron claramente que en efecto “cambiaron las 

condiciones de lo pactado inicialmente y que dada la voluntad contractual de 

las partes, decidieron realizar un otrosí al contrato inicialmente celebrado, toda 

vez que este mejoraría las condiciones de la oferta realizada” (sic escrito de 

sustentación concretos). 

 

Ahora, lo primero que debe aclararse es que la declaración de los sujetos que 

integran la parte demandada no es precisamente testimonial, pues el sólo 

sentido semántico de la palabra indica que el testimonio es el rendido por un 

tercero, así lo establece el Capítulo V del Título Único, Sección Tercera del Libro 

Segundo del C.G.P., por lo que claramente las partes no rinden testimonio sino 

declaración de parte, que puede derivar en confesión, así se establece en el 

Capítulo III del mismo título. Dicho esto, bien claro es que, por principio de 

derecho probatorio, nadie puede fabricar su propia prueba y ello permite 

entender que no es el mérito del interrogatorio de los propios demandantes 

la prueba en que puede fundarse el supuesto desatino reprochado al Juez de 

Primer Grado. 

 

Entonces, en nada cambia que los señores Edwin Muñoz Arenas, Juan 

Guillermo Arenas Escobar y Martha Cecilia Arenas Escobar hubiesen declarado 

al unísono que el pacto vertido en la promesa, al que otrora habían llegado 

con el demandado, se modificó de manera posterior porque les pareció más 

conveniente sustituirlo por uno más beneficioso. Ese aserto, en realidad, 

ningún mérito tiene para introducir variante alguna en la decisión recurrida. 

 

Por otro lado, el hecho de que el demandado hubiere aceptado que debía un 

dinero a los demandantes y que, de hecho, tenía toda la voluntad de realizar 

algunos negocios con cuyas utilidades esperaba pagarlo, ninguna incidencia 
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tiene en los efectos ya consolidados del contrato de promesa y el de 

compraventa finalmente celebrado entre las partes. Dicho de otro modo, ni 

siquiera la aceptación del demandado de una obligación, que de hecho no 

determinó en sus condiciones más elementales, cambia la solución dogmática 

en que fundó el Juez la negativa de las pretensiones. 

 

Es que el fracaso de los pedimentos enarbolados en la demanda, muy bien 

despachada por el a-quo, para ser francos se avizoraba desde el comienzo 

porque su falta de técnica, claridad y fundamentación obstarían cualquier 

decisión favorable para los intereses de los demandantes. 

 

Nótese que la pretensión primera se orientó a que se declarara   

 

“la resolución del contrato del contrato de compraventa No 529 por 

incumplimiento de lo pactado en el contrato de promesa de 

compraventa ambos celebrados de manera concomitante el 2 de agosto 

del año 2013 entre los vendedores Edwin Muñoz Arenas (…) y Juan 

Guillermo Arenas Escobar (…) y el comprador Hugo Hernán Bedoya 

Mejía (…) frente al inmueble ubicado en la calle 50 No. 46-12 del 

Municipio de Itagüí, identificado con matrícula inmobiliaria 001-19572 

 

Mientras que la segunda, con la modificación que se le introdujo al momento 

de subsanar los defectos advertidos en el auto inadmisorio, se orientó a que 

“como consecuencia de lo anterior, se obligue el señor Hugo Hernán Bedoya 

Mejía a cumplir con la obligación pactado en la promesa de 

compraventa firmada el 04 de mayo de 2013 y el Otro si firmado el 

02 de agosto de 2013 respectivamente” (negrillas fuera del texto 

original). 

 

Es decir, en la primera pretensión se pidió la resolución del contrato de 

compraventa, mientras que en la segunda lo que se solicitó fue el 

cumplimiento forzado de las obligaciones pactadas en el contrato de 

promesa supuestamente suscrito por las partes. De modo que aun haciendo 

un esfuerzo por interpretar el libelo en ese sentido, como quiera que la 

segunda de las pretensiones comienza con la expresión “como consecuencia”, 

podría la Sala llevar su razonamiento hasta dos asuntos que per se son 

impeditivos de las pretensiones, a saber: 
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i) si se entiende la segunda pretensión como una consecuencial de la 

primera o, según puede entenderse del libelo parte de la 

fundamentación para su prosperidad, esto es, que la resolución del 

contrato de compraventa se funda en que el demandado incumplió las 

obligaciones propias del contrato de promesa, a fuerza debe concluirse 

que no podía acceder el Juez a una resolución de la compraventa con 

base en el incumplimiento de un contrato diferente: el de promesa, 

porque entre otras cosas estaría trayendo a la vida jurídica un acuerdo 

ya extinto en tanto preparatorio y formalmente agotado con la 

suscripción del contrato prometido. 

 

ii) apreciada como pretensión independiente, más clara aun aparecería 

la necesidad de negarla, como quiera que la resolución y el 

cumplimiento forzado son pretensiones claramente excluyentes, más en 

este caso cuando supuestamente el fundamento de la resolución de la 

compraventa resulta ser el incumplimiento de las obligaciones de la 

promesa que le antecedió. Luego, si el Juez ordenaba la resolución del 

contrato prometido las cosas regresarían a su estado precontractual y, 

formulada como lo fue en forma “consecuencial” la pretensión de 

cumplimiento forzado de la promesa, ningún sentido tendría obligar al 

demandado a celebrar nuevamente el contrato ya aniquilado por vía del 

acogimiento de la pretensión primera. 

 

De ahí en más, siguiendo la línea que tomaron los demandantes en sus 

pretensiones, los impedimentos son aun mayores en las pretensiones tercera 

y sexta ya que en la primera de ellas se pidió la condena del demandado por 

concepto de la cláusula penal pactada en la promesa, mientras que en la 

segunda el pago de $1.500.000 mensuales que se pactó ya no en la promesa 

ni en el contrato de compraventa, sino supuestamente de forma verbal. 

 

Aún hay más, habida cuenta que revisado el contrato de promesa 

originalmente firmado por Edwin Muñoz Arenas y Juan Guillermo Arenas 

Escobar como promitentes vendedores, la Sala nota que el señor Hugo Hernán 

Bedoya Mejía actuó como representante legal de la sociedad Inversora de 

Proyectos S.A.S (fls 14 y siguientes pdf 01), la cual es una persona diferente 

por tener la calidad de sociedad comercial formalmente constituida (artículo 
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98 Código de Comercio). Por tanto, el otrosí firmado el 3 de agosto de 2013 

obrante a folios 18 y siguientes del pdf 01, realmente no tiene los alcances 

que la parte demandante quiso darle con respecto a la modificación de las 

condiciones iniciales, porque allí el señor Bedoya Mejía en momento alguno 

adujo actuar como representante legal de la sociedad que firmó el pacto 

primigenio. 

 

Es más, si en efecto el otrosí hubiere sido firmado por la sociedad Inversora 

de Proyectos S.A.S, la conclusión para el proceso sería la misma en la medida 

que entonces la demanda debió ser dirigida en contra de la verdadera 

contratante, esto es, la mentada sociedad comercial. En palabras concretas, 

si la teoría de los demandantes para fundar la pretensión resolutoria es que 

el señor Hugo Hernán Bedoya Mejía incumplió con las estipulaciones del 

contrato de promesa, irremediable sería el fracaso de las pretensiones incluso 

por falta de legitimación en la causa por pasiva, porque bajo las mentadas 

condiciones del contrato preparatorio se obligó una persona completamente 

diferente: Inversora de Proyectos S.A.S. 

 

Empero, bien hizo el Juez al no negar las pretensiones por la falta de 

legitimación en la causa que aparentemente se deriva de la situación que 

acaba de exponer la Sala, porque como lo dijo en su sentencia, entre los 

pactos previos que las partes decidieron sustituir o modificar con la suscripción 

del contrato de compraventa estuvo, entre otros, la posición del comprador 

que ya no ocupó la sociedad a la que los demandantes prometieron el bien 

en venta, sino el señor demandado en nombre propio y actuando como 

persona natural, según permite concluir la escritura pública número 529 del 2 

de agosto de 2013 otorgada en la Notaría Única de La Estrella. (fls 24 y 

siguientes pdf 01). 

 

Así las cosas, acertada fue la decisión del a-quo en cuanto a que no procedía 

la resolución del contrato de promesa por estar formalmente agotado con la 

suscripción de la compraventa prometida, amén que las pretensiones tampoco 

se orientaron claramente a ello y acceder a la demanda de ese modo también 

equivaldría a desconocer el principio de congruencia. En adición, valga insistir 

en que las obligaciones que la parte demandante consideró incumplidas, que 

a su decir tenían consagración en el contrato de promesa, realmente sufrieron 

una verdadera extinción cuando en aquella escritura 529 del 2 de agosto de 
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2013, decidieron que el precio a pagar por el demandado sería ya, en lugar 

de lo estipulado en el contrato preparatorio, la suma de $173.800.000 

(cláusula cuarta del contrato de compraventa) que declararon haber recibido 

de forma satisfactoria. 

 

De modo que mientras el contrato de compraventa en que se formalizó la 

promesa permanezca firme en todas sus cláusulas, ninguna desfiguración del 

mismo tenía permitido el Juez, menos ahora la Sala, para darle un sentido 

totalmente diferente al natural y obvio. 

 

CASO CONCRETO SEGUNDO REPARO 

 

Recuérdese que el presente reproche se vincula con la condena en costas y el 

monto de las agencias en derecho, especialmente porque los apelantes estiman 

 

“necesario que se evalúe la pertinencia y proporcionalidad de la 

condena en costas y agencias en derecho proferida por parte del señor 

Juez de Primera Instancia. Lo anterior, en el entendido que si bien es 

cierto, el señor Juez en su momento tuvo sus razones para fallar, no 

resulta ajustado a derecho que mis poderdantes deban asumir esta 

suma de dinero, a sabiendas de que no cuentan con los recursos 

necesarios para asumir este monto, dado que dejaron de recibir los 

conceptos pactados en los contratos por la compraventa del inmueble 

objeto de esta demanda.” 

 

Para resolver este punto Sala comenzará por citar el contenido del artículo 

365.1 del C.G.P según el cual: “(S)e condenará en costas a la parte vencida 

en el proceso, o a quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de 

apelación, casación, queja, súplica, anulación o revisión que haya propuesto. 

Además, en los casos especiales previstos en este código.” 

 

Es decir, la condena en costas es la consecuencia natural, y además 

esperable, de salir vencido en juicio. Es quien no sale avante en sus 

pretensiones o no presenta una defensa exitosa a través de las excepciones, 

según se trate de demandante o demandado respectivamente, el destinatario 

natural de esa condena que deviene como simple consecuencia del proceso 

perdido. 
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Tanto es así, que la misma norma en comento, mediante su numeral 2º es 

clara al disponer que “(L)a condena se hará en sentencia o auto que resuelva 

la actuación que dio lugar a aquella”, con la única condición de que en “el 

expediente aparezca que se causaron y en la medida de su comprobación 

(numeral 8º ibídem)”. 

 

Entonces, como bien lo sostiene la parte demandante, en el presente proceso 

su actitud siempre ha estado orientada a la defensa de los que considera sus 

derechos. Sin embargo, por considerar el Juez de Primer Grado que no se 

acreditaron los presupuestos axiológicos de la pretensión, lo que el Tribunal 

ha de confirmar conformé atrás se explicó, resulta ajustado a Derecho 

considerar que ha salido vencida en juicio por no ser próspera su demanda. 

Por ello, conforme lo ordena el citado numeral 2º del artículo 365 del Estatuto 

Procesal Civil, no le quedaba al Juez a-quo camino diferente al de condenar 

en costas a la parte vencida en la sentencia que ahora se revisa, porque esa 

fue precisamente la providencia en la que se negaron sus pretensiones. 

 

Finalmente, para resolver la parte del punto de apelación que se vincula con 

el monto de las agencias en derecho, que a juicio de los demandantes resulta 

excesivo e imposible de cubrir según la su capacidad económica, basta con 

citar el contenido del artículo 366.5 del C.G.P, el cual textualmente preceptúa 

que “(L)a liquidación de las expensas y el monto de las agencias en derecho 

solo podrán controvertirse mediante los recursos de reposición y apelación 

contra el auto que apruebe la liquidación de costas.”  Razón esa suficiente 

para concluir que no es la apelación de la sentencia, el mecanismo ni el 

momento procesal adecuado para controvertir el monto de las agencias en 

derecho. 

 

DECISIÓN  

 

Sin más consideraciones, la Sala Cuarta de Decisión del Tribunal Superior de 

Medellín, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia de procedencia y fecha 

indicadas. Costas en esta instancia a favor del demandado y a cargo de los 

demandantes. 
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Ejecutoriada esta sentencia, la Secretaría pasará el expediente a Despacho 

para fijar las agencias en derecho. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

  

 

PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

MAGISTRADA  
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